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DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase

al oficio No.  01106

11 de febrero,  2008

DCA-458

Señor

Ricardo Sancho Chavarría

Presidente Ejecutivo

Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados

Pavas – San José

Estimado señor:

Asunto: 
Se da respuesta a la consulta formula por el  Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, mediante oficio PRE-2007-0927, referida a la posibilidad de exigir el requisito de la colegiatura obligatoria únicamente a los adjudicatarios y no a los oferentes en la contratación de ciertos servicios. 


Damos respuesta a su oficio PRE-2007-0927, recibido en esta Contraloría General el día 26 de octubre pasado.

I.- Motivo de la consulta: 

En el oficio señalado, se nos indica que en la prestación del servicio de suministro de agua potable y de tratamiento de aguas residuales, ese Instituto desarrolla proyectos de gran envergadura. En muchos de ellos participan proveedores nacionales o extranjeros, como también empresas o personas físicas.

En muchos de los carteles de estos concursos, se solicita el requisito de la debida inscripción en los colegios profesionales respectivos. Sin embargo, dado que en el país la experiencia en este tipo de proyectos es prácticamente nula, la mayoría de los participantes son extranjeros o conforman consorcios con empresas y profesionales costarricenses.

En razón de lo anterior, la institución considera que el requisito de la inscripción en el colegio profesional, debe ser un requisito para quien resulte adjudicatario del proceso de contratación y sobre ese tema en particular solicitan nuestro pronunciamiento.

II.- Criterio de la División: 


Como postulado esencial de la contratación pública, tenemos que por disposición del artículo 10 de la Ley de Contratación Administrativa, todo oferente queda plenamente sometido al ordenamiento jurídico costarricense, a los postulados de esta Ley, de su Reglamento Ejecutivo, al reglamento institucional correspondiente, al cartel del respectivo procedimiento y en general a cualquier otra regulación administrativa relacionada con el procedimiento de contratación de contratación de que se trate.


Derivado de lo anterior, es que además, se entiende que en cualquier contratación administrativa el bloque de legalidad vincula a las partes en todas sus dimensiones, aun cuando se trate de la aplicación de otras normas de carácter especial que van paralelas a la normativa propia de la contratación pública. 


En lo que se refiere a la colegiatura profesional obligatoria, sabemos que existen ciertos servicios que solo pueden ser prestados cuando medie la intervención de profesionales liberales a los que necesariamente el ordenamiento jurídico les impone la colegiatura obligatoria o empresas debidamente colegiadas. En el primer supuesto, el caso típico es el de la contratación de servicios de asesoría legal, los cuales únicamente pueden ser prestados por profesionales que no solo tengan un título académico de licenciado en la carrera de Derecho, sino que además deben ostentar la condición de abogados inscritos como tales en el respectivo colegio profesional. Para el segundo, encontramos el caso de las empresas constructoras y/o consultoras.


Desde esa perspectiva la Administración, de frente a ese tipo de servicios que requieren la colegiatura obligatoria para los profesionales que intervengan en su prestación o las empresas, evidentemente debe cumplir con dicho requisito legal en cualquier caso. En cambio, en supuestos donde los servicios no necesiten, por disposición normativa de la intervención de una empresa o profesional debidamente colegiado, es a partir del criterio discrecional de la entidad licitante, que debe definir si la colegiatura la exige como requisito obligatorio, como condición calificable en el sistema de evaluación o si del todo no lo solicita.  



Sin embargo, la interrogante puntualmente planteada por las autoridades del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, se refiere al caso específico de los profesionales o empresas extranjeros que sean constructoras y/o consultoras, es decir, haciendo referencia particular a la situación que se da con el libre ejercicio profesional en el campo de la ingeniería y la arquitectura y al momento en el cual debe exigírseles la incorporación en el respectivo colegio profesional, sea para participar o en cambio ya en una condición de adjudicatario.

Tenemos claro que según nuestro ordenamiento jurídico, para el ejercicio libre de las referidas profesiones se requiere de un título académico idóneo, entendido como aquel que cumple con los requerimientos establecidos en el ordenamiento jurídico nacional.
  Pero además de ello, para ejercer la ingeniería o la arquitectura en el país también se requiere la respectiva incorporación al Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, lo cual supone desde la óptica de la Sala Constitucional, por un lado el surgimiento de un derecho a la inscripción corporativa vinculado a la libertad de ejercicio de la profesión, al derecho al trabajo y a la libre elección de éste y por otro, implica la sujeción de los profesionales a la potestad fiscalizadora de la entidad corporativa (véase la sentencia n.° 2508-94, de las 10:27 horas del 27 de mayo de 1994, citada en el dictamen C-057-2004 del 11 de febrero de 2004).

            Ahora bien, a partir de las disposiciones de la Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos nos es posible distinguir al menos dos escenarios. Uno el que se refiere a la contratación de empresas extranjeras como constructoras o consultoras y otro, que tiene que ver con la contratación propiamente dicha de las personas físicas en su condición de arquitectos o ingenieros que por ley deben estar agremiados ante este colegio profesional.

En el caso de las personas físicas, la ley orgánica citada reconoce entre diversos tipos de miembros con variados requisitos y posibilidades para el ejercicio profesional según sea el caso. Así, establece las categorías de miembros:  activos, honorarios, corresponsales, ausentes, visitantes, egresados, temporales, estudiantes y asociados (artículo 5).  El mismo cuerpo normativo en el artículo 9 dispone que para el ejercicio libre de la profesión es necesaria la calidad de miembro activo o asociado; el artículo 11 de la Ley señala que únicamente los miembros activos del Colegio Federado, de conformidad con las profesiones a las que hayan sido incorporados, podrán ejercer las funciones públicas para las cuales la ley o decretos exijan la profesión de ingeniero o arquitecto y adicionalmente dispone que todas las obras o servicios de ingeniería o arquitectura, ya sean de carácter público o privado, deben ser realizadas bajo la responsabilidad de los miembros activos del Colegio y en estricto apego al Código de Ética Profesional y demás reglamentaciones del Colegio (artículo 12). 


Además de esto, para el caso concreto de los profesionales extranjeros, el artículo 13 de esa misma Ley, señala: “Las entidades públicas o privadas que para su mejor desarrollo requieran los servicios de ingenieros o de arquitectos extranjeros, no incorporados al Colegio Federado, deberán solicitarle una autorización para el ejercicio temporal de esos profesionales, de acuerdo al artículo 5, inciso g) de esta ley.” Esa posibilidad de asociación temporal a este colegio, está además regulada en el Reglamento Interior General Colegio Federado Ingenieros y Arquitectos, Decreto Ejecutivo Nº del 3 de diciembre de 1973.
 

Sin embargo, con esta posibilidad de la membresía temporal debe tenerse claro que únicamente se le permite al profesional ejercer en una condición de asesor, es decir solo estarían los profesionales facultados para dictaminar o aconsejar en la especialidad de ingeniería o arquitectura autorizada, lo que además implica que los miembros temporales no pueden realizar ninguna otra labor profesional, en el ámbito de su competencia, diferente a esa de asesoría profesional para la que fueron contratados. Asimismo, como los permisos para ser miembro temporal del CFIA se otorgan atendiendo las necesidades de asesoría que requieran las entidades públicas o privadas, éstos se dan por el plazo que éstas lo soliciten y en principio  no pueden ser mayores de un año. 

Esto obedece, según lo indica la Procuraduría General de la República en una interpretación a esta normativa “a que la pertenencia temporal al Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos se establece en virtud de una situación excepcional: la experticia del profesional extranjero y la necesidad de sus servicios en el territorio nacional.  De allí, que el otorgamiento de la membresía temporal proceda, única y exclusivamente, ante solicitud expresa de la entidad pública o privada que “para su mejor desarrollo” requiera el servicio de profesionales extranjeros, no incorporados al Colegio Federado (artículo 13 de la Ley), ya sea ante la inopia en el campo profesional de la especialidad o la existencia de circunstancias especiales que lo ameriten (artículo 9, inciso d) del Reglamento).” (Véase el dictamen de la Procuraduría General de la República C-057-2004 del 11 de febrero de 2004.


En cambio, si el profesional extranjero quiere ejercer en nuestro país en una condición diferente que le permita trabajar más allá de la figura del miembro temporal —que lo limita únicamente a una asesoría profesional, además a petición de una entidad nacional pública o privada—, dicha persona física puede integrarse al CFIA como miembro “activo”, de acuerdo con el artículo 5 inciso a), apartado 3) que indica en lo que interesa: “(...) Serán Miembros Activos: (...) 3) Los ingenieros y los arquitectos extranjeros graduados en Costa Rica o en el exterior que tengan residencia en Costa Rica y que cumplan con los requisitos legales establecidos y con los trámites y requisitos de incorporación al Colegio Federado.”

Algo muy similar sucede con las empresas extranjeras. Recordemos que el artículo 52 de la Ley N° 3663 es muy claro en el sentido de que tanto las “empresas consultoras y constructoras nacionales y extranjeras, que desarrollan actividades en el país dentro de los campos de ingeniería y de arquitectura, deberán estar inscritas en el Colegio Federado y cumplir con los requisitos y pago de derechos de inscripción y asistencia que establezca el Reglamento...” 

De acuerdo con nuestras indagaciones con la asesoría legal interna de este colegio profesional, se nos ha indicado que para dicha inscripción la empresa extranjera debe realizar el mismo procedimiento que realizaría una empresa nacional, cumpliendo de igual forma con la condición esencial de tener un director técnico o profesional responsable de las obras que esté también debidamente incorporado al colegio. Este profesional podría ser nacional o extranjero, cumpliendo éste último con los requisitos regulares que se le exigen a los miembros de ese colegio.

En términos generales, el Reglamento Interior General del CFIA, señala respecto a la inscripción de las empresas —sean nacionales o extranjeras— que toda empresa consultora o constructora debe presentar su solicitud de registro por escrito, en original y dos copias. Si se trata de una persona jurídica, la solicitud debe estar firmada por el representante legal y por un miembro del Colegio Federado, quien debe formar parte de su personal técnico y debe estar al día con las cuotas de colegiatura. Si la empresa desea registrar que su campo de acción es en varias disciplinas del ejercicio profesional, debe indicar un profesional responsable para cada una de ellas, los cuales deberán estar al día en sus cuotas de colegiatura. En la solicitud debe indicarse la o las actividades de la empresa. La solicitud de registro debe presentarse a la Dirección Ejecutiva y, salvo que contenga defectos de presentación o insuficiente información,  la empresa queda debidamente inscrita siempre que cubra la cuota de inscripción. Deben contar entre su personal técnico por lo menos con un miembro del Colegio Federado, quien será responsable de las actuaciones de estas empresas y es el profesional que como dijimos, puede ser nacional o extranjero, siempre que cumpla con los requisitos para ser un miembro regular del colegio. Además las empresas para mantener la inscripción, deben cancelar una cuota anual, y cumplir lo con otros requisitos establecidos en el artículo 61 de este Reglamento (artículos 57, 58 y 60 del Reglamento Interior General del CFIA).
 


De esas empresas inscritas o registradas, el colegio profesional lleva un registro tanto de firmas consultoras como constructoras que se inscriben y clasifican según su o sus actividades. Y se les da seguimiento a efecto de informar cuando están vigentes, suspendidas o canceladas las respectivas inscripciones.


Relacionado con el tema, cabe mencionar que existe también un reglamento interno emitido por el propio Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, el cual se denomina “Reglamento de Empresas Consultoras y Constructoras”. En lo que interesa, dicho cuerpo normativo dispone en el artículo 16 que “Para participar en un determinado concurso de antecedentes o una determinada licitación, las empresas extranjeras podrán solicitar una inscripción temporal en el Registro del Colegio Federado...” Esa inscripción temporal, se realizaría en principio a partir del cumplimiento de requisitos tales como la presentación de una solicitud formal que incluya la personería legal, el contrato existente entre la empresa y su profesional responsable, el número de recibo del pago de derechos de inscripción, la indicación del detalle del concurso o licitación en que participará, entre otros. La misma norma señala que esa inscripción temporal se hace por el plazo que requiera la definición del concurso o licitación y dice de manera expresa que será “exclusivamente para participar en éstos”.


Pese a que esta disposición reglamentaria interna, fue aprobada por la Junta Directiva General de ese colegio, mediante acuerdo N° 48-83-GO del 27 de octubre de 1983 y se mantiene vigente, la asesoría legal del propio CFIA nos indica que en la práctica esa inscripción temporal no se aplica del todo y en cambio se entiende que el requisito de la inscripción de empresas extranjeras solo se exige cuando hay adjudicaciones de por medio. 

Conteste con esa posición, en el año 2003 la Sub-Dirección de Fiscalía de ese colegio, señaló, apoyada en los dictámenes de la Procuraduría General de la República N° C-021-84 del 12 de enero de 1984 y N° C-385-83 del 16 de noviembre de 1983, que el requisito de la inscripción en el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos para el caso de empresas y profesionales extranjeros, solo debe exigirse al momento de la adjudicación.

Dicho planteamiento entonces fue avalado por este órgano contralor, a través de la resolución N° R-DAGJ-60-2003 del 9 de mayo de 2003, en la que se indicó que: “...Esta División es del criterio que para participar y presentar ofertas en este tipo de contrataciones, no es necesaria la previa inscripción temporal de tales empresas ante el C.F.I.A, así lo ha sostenido la Procuraduría General de la República (Ver en ese sentido Dictámenes C-385-83 de 16 de noviembre de 1983, y C-021-84 del 12 de enero de 1984) y el propio C.F.I.A., que además, estima que en virtud de la disposición del artículo 5, inciso g), de su Ley, los ingenieros o arquitectos extranjeros que ingresen al país para realizar trabajos temporales, deberán inscribirse en el C.F.I.A. (Ver en ese sentido oficios Nos. 3262-SDF-2002, y 3650-SDF-2002 del 6 de diciembre de 2002, suscrito éste último por la arquitecta Eugenia Morales Argueta, Jefe de la Subdirección de Fiscalía del C.F.I.A). En virtud de lo cual, esa inscripción temporal de empresas y profesionales extranjeros encargados de realizar las obras, solamente se podrán exigir a los que resulten definitivamente adjudicatarios del concurso.” 
Ahondando ahora en el razonamiento, este Despacho advierte que a la fecha nuestra posición respecto al tema del momento en el cual debe exigirse la inscripción en el CFIA a empresas o profesionales extranjeros, se basa no en los criterios de la Procuraduría General de la República sino en el convencimiento de que hay una condición distinta respecto de lo que sucede con las empresas o profesionales nacionales y las extranjeras, que necesariamente debe reflejarse en una diferenciación de los requisitos que se le deben solicitar para presentar propuestas en licitaciones o concursos nacionales.

 
Partimos de que en sus respectivos países de origen, las empresas o profesionales extranjeros han cumplido con todos los requisitos académicos y profesionales necesarios para habilitar el ejercicio de la actividad para la que nacieron y en consecuencia en nuestro territorio, solo deben demostrarlo a través de un proceso de validación y reconocimiento de la información que acredite que son empresas debidamente constituidas y debidamente capacitadas técnica, académica y profesionalmente para ejercer su profesión en el país. Requieren esa convalidación y reconocimiento para ejercer, pero justamente porque es preciso verificar que es posible equiparar condiciones y conocimientos preexistentes y que traen desde sus países de origen, con aquellos que se imparten en Costa Rica.


Por ello, este Despacho entiende que lo propio en el caso concreto de empresas o profesionales extranjeros, que aun no saben con certeza si requieren o no la habilitación para ejercer su actividad en nuestro país porque no conocen si serán o no adjudicatarios en un determinado concurso público, es que procedan a inscribirse al colegio cuando ya hayan resultado adjudicatarias en el procedimiento licitatorio que resulta ser de su interés, siendo solo potestativo y no obligatorio hacerlo para la fase de presentación de ofertas. En cambio, lo único que debe verificarse en la fase de presentación de ofertas es si en su país de origen efectivamente se encuentran constituidas legalmente y habilitadas para el ejercicio de la profesión para la cual ofrecen sus servicios.

Atentamente,

Lic. Carlos Arguedas Vargas


 

Gerente de División 



 

AMPS/mst

Ci:  Archivo Central

NI: 22258

2007005041

� Véase el artículo 5 de la Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, N.º 3663 del 15 de enero de 1963 y el artículo 1º del Reglamento Interior General del citado Colegio, Decreto Ejecutivo n.° 3414-T, del 13 de diciembre de 1973.


� El artículo 9 del Reglamento citado, señala: 


“Para ser miembro temporal se seguirá el siguiente trámite: 


a) Presentar certificación de la entidad estatal, profesional o privada que demande los servicios del profesional en cuestión, indicando en dicha certificación el tipo de asesoría que prestará y el tiempo que permanecerá en el país.


b) Presentar fotocopia de su título y demás atestados profesionales, todo debidamente autenticado, además, su curriculum vitae, calidades personales y tres fotocopias recientes tamaño pasaporte.


c) Los permisos correspondientes se entenderán por un término no mayor de un año, quedando a juicio del Colegio de renovación, según se solicite oportunamente y lo justifiquen los términos de la respectiva contratación.


d)  Anulado. (Por resolución de la Sala Constitucional número 14297-05 de las 14 horas con 56 minutos del 19 de octubre de 2005, se anula este inciso, cuyo texto disponía textualmente: "Para otorgar el permiso de tomará en cuenta la inopia en el campo profesional de la especialidad, o circunstancias especiales que lo ameriten, ambos extremos a juicio de la Junta Directiva General.") 


e) La autorización será dada bajo la obligación de que el organismo estatal o entidad privada asigne a un ingeniero o a un arquitecto a trabajar junto con el miembro temporal, para que la experiencia que viene a dejar el miembro temporal en las diferentes ramas, sea asimilada al máximo posible por un miembro*(activo) del Colegio Federado.


* (El inciso E fue reformado en Asamblea Nº 05-03/04 del 24 de marzo y 19 de mayo de 2004, al  acordar eliminar el término "activo"; esto debido a que mediante resolución de la Sala Constitucional número 5133 de 2002 se declaró la inconstitucionalidad del mismo.”





� El Reglamento Interior General del CFIA, dispone en su artículo 55 que “Para los efectos del artículo 52 de la Ley Orgánica, se entenderán por empresas consultoras y constructoras, las comprendidas en las siguientes definiciones:  a) Por empresa se entenderá toda aquella unidad económica, conformada en una entidad jurídica de acuerdo con la legislación nacional. b) Las empresas se dividirán en nacionales y extranjeras. Serán nacionales todas aquellas que se hayan inscrito en el Registro Nacional, conforme al Código de Comercio de Costa Rica vigente y las demás leyes nacionales, según corresponda. 


c) Se considerará como empresa consultora aquella cuyo objeto se dirija a la formulación y realización de estudios, consultas, asesoramiento, anteproyectos, proyectos, diseños, cálculos, programas, presupuestos, especificaciones, planes, carteles de licitación, inspección o dirección técnica de obras y demás tipos de obra intelectual relativos a las diversas disciplinas técnicas y científicas comprendidas en los campos de la arquitectura y de la ingeniería. 


Se entenderá igualmente dentro de las funciones propias de una empresa consultora la ejecución en la práctica de aquellos estudios, planes, etc., que impliquen tan sólo dirección o asesoría técnica, es decir aplicación exclusiva de trabajo intelectual, Bajo el criterio se considera consultoría la dirección técnica de una obra. 


Los estudios, diseños, cálculos y demás etapas de la preparación del proyecto, ejecutados conforme al contrato por servicios profesionales, deberán presentarse firmados por un miembro del Colegio Federado indicando su número de registro y dicho miembro (*) será el responsable profesionalmente por el proyecto en todos los aspectos que competen a la consultoría.(*) Por resolución de la Sala Constitucional N° 5133 de las 14:46 hrs del 28 de mayo del 2002 se anuló de este inciso por inconstitucional la palabra "activo" pero únicamente en cuanto se utiliza para hacer la diferencia de trato con los miembros asociados, lo cual fue ratificado mediante asamblea Nº 05-03/04 de 24 de marzo y 19 de mayo de 2004, la cual acordó eliminar el término "activo" en razón de los dispuesto mediante el Voto dispuesto líneas atrás. 


El proyecto podrá ser firmado por varios profesionales y en este caso cada profesional responderá por la parte que realizó en el proyecto. 


d) Se tendrá como empresa constructora aquella cuyo objetivo se dirija a la materialización de los proyectos. 





Tal realización física se logrará mediante el suministro y uso adecuado por parte de la empresa constructora, de los materiales, equipos, métodos de trabajo y recursos humanos y técnicos apropiados para la correcta obtención de la obra que se trate, respetando los planos, especificaciones e indicaciones de los profesionales diseñadores o de las empresas consultoras o instituciones públicas, según el caso. 


Tales planos de construcción o de urbanización deberán ser firmados por un miembro del Colegio Federado, quien será el responsable profesional de la realización de la obra. 


En caso de que en la obra participen varios profesionales, de diferentes ramas del ejercicio profesional y aún de la misma, los planos correspondientes deberán ser firmados por todos los profesionales involucrados y en este caso, cada profesional responderá por la participación que tuviere en la ejecución de la obra. (Así reformado por Asamblea N° 05-03/04 del 24 de marzo y 19 de mayo de 2004 mediante acuerdo N° 21)





	


� El artículo 61 del Reglamento Interior General del CFIA dispone: Todas las empresas registradas deben solicitar por escrito anualmente, en el formulario establecido al efecto, la revalidación de su membresía antes del 31 de enero. La solicitud deberá estar firmada por el representante legal de la empresa e indicar el nombre del o de los miembros (*) del Colegio Federado que pertenecen a la empresa y cumplir con los demás requisitos formales establecidos en el formulario indicado. Tal gestión debe estar suscrita por el o los profesionales en cuestión. Este requisito debe cumplirse también en la solicitud inicial. 


Conjuntamente con la solicitud de revalidación deberá cubrirse la cuota única correspondiente a los derechos anuales de asistencia, como empresa consultora y constructora. 


Tanto al hacerse la inscripción inicial, como al quedar efectuada la revalidación anual, el Colegio Federado extenderá a solicitud de la empresa un certificado, el cual será necesario para poder desarrollar las actividades respectivas. 


Toda empresa está en la obligación de informar por escrito al Colegio Federado, si hubiere cambio de profesionales, cumpliendo con los requisitos establecidos en este artículo. En caso de que la empresa quedare sin profesional responsable, automáticamente se procederá a su inhabilitación. 


La empresa que no presente su revalidación anual o no cumpla con el pago de la cuota única correspondiente a los derechos anuales de asistencia, dará lugar automáticamente a su inhabilitación. La habilitación solo procederá cuando se hayan cumplido ambos requisitos, sea que se presente el formulario de revalidación y se hayan cancelado las cuotas adeudadas más el veinticinco por ciento (25%) en concepto de multa, conforme lo dispone el artículo 15 de la Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros y de Arquitectos. 


(*) Por resolución de la Sala Constitucional N° 5133 de las 14:46 hrs del 28 de mayo del 2002 se anuló de este inciso por inconstitucional la palabra "activo" pero únicamente en cuanto se utiliza para hacer la diferencia de trato con los miembros asociados, lo cual fue ratificado mediante asamblea N° 06-03/04 del 29 de junio de 2004, mediante acuerdo N° 2), la cual acordó eliminar el término "activo" en razón de los dispuesto mediante el Voto dispuesto líneas atrás.





